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Dedic@o�a
A las víctimas y sobrevivientes, de la dictadura 
en Argentina y del conflicto armado en los 
Montes de María, cuyo dolor y resistencia han 
marcado la historia con cicatrices imborrables, 
pero también con huellas de esperanza.

A quienes fueron silenciados por la represión y 
la violencia, y a quienes, con valentía, han 
alzado la voz para exigir justicia, verdad y 
memoria. Su testimonio es un faro que ilumina 
el camino hacia la reconciliación y la 
construcción de una paz duradera.

A las Madres de Plaza de Mayo, símbolo de 
lucha incansable por los desaparecidos, y a las 
comunidades de los Montes de María, que, 
pese al desarraigo y la adversidad, han tejido 
con dignidad la reconstrucción de su territorio. 
Sus historias nos recuerdan que la resistencia 
es un acto de amor y que la memoria es un 
compromiso ineludible.

Que estas páginas sean un homenaje a su 
dolor, su lucha y su resiliencia, y una invitación 
a no olvidar jamás, porque recordar es el primer 
paso para que la historia no se repita.
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Reparación

El Camino

Entre 1976 y 1983, Argentina vivió una dictadura militar que 
persiguió y desapareció a miles de personas bajo el pretexto 
de garantizar la "seguridad nacional". Se estima que alrededor 
de 30,000 personas fueron víctimas de desaparición forzada.

Uno de los crímenes más graves fue la apropiación ilegal de 
bebés nacidos en cautiverio. Muchas madres fueron
asesinadas tras el parto y sus hijos entregados a familias afines 
al régimen. Organizaciones como Abuelas de Plaza de Mayo 
han trabajado por la restitución de su identidad.

La dictadura también impuso censura 
en medios, universidades y expresiones 
artísticas para evitar críticas.
Movimientos de derechos humanos, 
como Madres de Plaza de Mayo,
desafiaron la represión exigiendo
justicia. Con el regreso de la democracia 
en 1983, comenzaron juicios contra los 
responsables, estableciendo un
precedente en la defensa de la
memoria, la verdad y la justicia en 
América Latina.
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La Ley 26.200, aprobada en 2007, representó 
un avance en la reparación de las víctimas 
de la dictadura argentina (1976-1983).
Durante ese periodo, miles de personas 
fueron desaparecidas y cientos de niños 
fueron secuestrados y criados con identi-
dades falsas. La lucha de organizaciones 
como Madres y Abuelas de Plaza de Mayo 
fue clave para exigir justicia y recuperar la 
identidad de estos niños.

Esta ley incorporó al derecho argentino las 
disposiciones del Estatuto de Roma,
facilitando la investigación y el
enjuiciamiento de crímenes de lesa
humanidad, como la apropiación ilegal
de menores. 

Gracias a esta normativa, muchos jóvenes 
han podido recuperar su identidad y
reconstruir sus lazos familiares.

La Ley 26.200 reafirma el compromiso de 
Argentina con la verdad, la memoria y la 
justicia, sentando un precedente en la lucha 
contra la impunidad y la reparación de las 
víctimas del terrorismo de Estado.

� �y 26.200 de 2007:
Un Paso Hacia � Reparación
de �s Víc�mas en Arge�ina
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La Ley 25.779, sancionada en Argentina en 2003, anuló las leyes de 
Punto Final y Obediencia Debida, que habían garantizado impunidad 
a los responsables de crímenes de lesa humanidad cometidos durante 
la dictadura militar (1976-1983). Estas leyes, aprobadas en la década de 
1980, habían impedido juzgar a militares y funcionarios involucrados 
en desapariciones forzadas, torturas y asesinatos. Con la derogación de 
estas normas, Argentina reafirmó su compromiso con la justicia y los 
derechos humanos, permitiendo la reapertura de juicios contra 
represores. Esta medida fue un paso clave en el proceso de reparación 
a las víctimas y en la consolidación de la memoria histórica del país.

DERRIBA LA

IMPUNIDAD
ARGE�INA
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En 1983, tras el fin de la dictadura en Argentina, el gobierno democrático creó la 
Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (CONADEP) para investigar 
los crímenes de lesa humanidad cometidos entre 1976 y 1983. La CONADEP 
recopiló miles de testimonios y pruebas sobre secuestros, torturas y 
desapariciones forzadas. Su trabajo quedó reflejado en el informe Nunca Más, 
publicado en 1984, que documentó la brutalidad del régimen y sirvió como base 
para enjuiciar a los responsables. Este informe fue clave para las políticas de 
memoria, verdad y justicia en Argentina, ayudando a reconocer y reparar el 
sufrimiento de las víctimas y sus familias.

�NADEP: � Verdad �e
Rompió el Si�ncio
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El Centro de Estudios Legales y 
Sociales (CELS) es una organización 
argentina que desde 1979 trabaja en la 
defensa de los derechos humanos. 
Durante la dictadura militar, brindó 
apoyo a familiares de desaparecidos y 
denunció violaciones a nivel nacional e 
internacional.

Con la vuelta a la democracia, el CELS 
jugó un papel clave en los juicios por 
crímenes de lesa humanidad, 
aportando pruebas y asistencia legal a 
las víctimas. Además, promueve 
políticas de justicia y memoria 
histórica, realizando investigaciones y 
actividades educativas para mantener 
viva la memoria y fortalecer la 
democracia en Argentina.

Defensores
DE �s dere�os
HumanosEn

Arge�ina
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La Unidad Fiscal de Derechos Humanos en Argentina es un 
organismo encargado de investigar y enjuiciar los crímenes de 
lesa humanidad cometidos durante la última dictadura militar 
(1976-1983). Su labor es fundamental para llevar ante la justicia a 
los responsables de desapariciones forzadas, torturas y 
asesinatos.

Desde su creación, ha trabajado en la recolección de pruebas, 
testimonios y documentos que permitan reconstruir lo ocurrido 
y lograr condenas contra los culpables. Gracias a su trabajo, 
muchas víctimas y sus familias han obtenido justicia, 
contribuyendo al fortalecimiento de los derechos humanos y la 
memoria histórica en el país.
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La subregión de los Montes de María, ubicada entre 
los departamentos de Bolívar y Sucre, ha sido 
históricamente un escenario marcado por el conflicto 
armado, el abandono estatal y múltiples formas de 
violencia. Esta región comprende los municipios de 
El Carmen de Bolívar, María la Baja, San Jacinto, San 
Juan Nepomuceno, Córdoba Tetón, Zambrano, El 
Guamo y Arjona en el departamento de Bolívar; y 
Ovejas, Colosó, Chalán, Morroa, Los Palmitos, San 
Onofre y Toluviejo en Sucre. Sin embargo, a pesar del 
sufrimiento vivido, sus comunidades han 
demostrado una enorme capacidad de resiliencia, 
organización y resistencia, convirtiendo su territorio 
en un símbolo de esperanza y de construcción 
colectiva de paz.

Desde una perspectiva de justicia social, Montes de 
María se erige hoy como un laboratorio de memoria, 
reconciliación y dignidad, donde las voces de las 
víctimas, especialmente mujeres, jóvenes, 
campesinos y comunidades étnicas, reclaman su 
lugar en la historia y luchan por garantías reales de 
no repetición.

Para los fines de esta investigación, se ha centrado el 
trabajo de campo en los municipios de El Carmen de 
Bolívar y María la Baja, donde se desarrollaron 
procesos participativos que visibilizan los aportes 
comunitarios a la paz territorial, en clave de derechos 
humanos y transformación social.

MO
�

ES DE
MARÍA



La Ley de Justicia y Paz, aprobada en 2005 en Colombia, 
fue un mecanismo creado para facilitar el desarme y la 
desmovilización de grupos paramilitares. Su objetivo 
principal era contribuir a la paz y la reconciliación en el 
país, permitiendo que los responsables de crímenes de 
lesa humanidad confesaran sus delitos a cambio de 
penas reducidas.

A través de esta ley, los desmovilizados debían revelar la 
verdad sobre sus crímenes, colaborar con la justicia y 
reparar a las víctimas. 

�y
�

y paz
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A pesar de su intención de contribuir al esclarecimiento de la verdad y a la 
reparación de las víctimas, la Ley de Justicia y Paz ha resultado en gran medida 
ineficaz. Esto se debe a múltiples factores, entre ellos, la falta de una reparación 
integral y efectiva para las víctimas, quienes en muchos casos no han recibido 
indemnizaciones, atención psicosocial ni garantías de restitución. Además, la 
extradición de los máximos jefes paramilitares a Estados Unidos por cargos de 
narcotráfico interrumpió sus compromisos con la verdad y la justicia, impidiendo 
el conocimiento pleno de los hechos y las estructuras detrás de los crímenes. 
Tampoco se han logrado garantías reales de no repetición, ya que la 
desmovilización condujo al surgimiento de nuevas estructuras criminales o 
“bandas criminales emergentes” (Bacrim) que perpetúan la violencia en los 
territorios.

Finalmente, el Tribunal de Justicia y Paz ha emitido pocas condenas penales 
significativas, lo cual ha debilitado la percepción de justicia y ha generado 
desconfianza entre las comunidades afectadas.
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de �erras

de víc�mas
y Res�
ción

Por primera vez en la historia del país, 
el Estado colombiano reconoce
públicamente y frente a la comunidad 
internacional la existencia de un
conflicto armado y el sufrimiento de 
millones de personas a causa de
desplazamientos forzados, asesinatos, 
desapariciones, violencia sexual,
despojo de tierras, entre otros
crímenes.

Además, incorpora un enfoque
diferencial que busca atender las
necesidades particulares de
poblaciones étnicas, mujeres, niños, 
personas LGBTI, adultos mayores y 
personas con discapacidad.

Tiene por objetivo reparar a las víctimas 
de violaciones graves a los derechos 
humanos y al derecho internacional 
humanitario, esta ley establece medi-
das de atención, asistencia, reparación 
integral en torno a la satisfacción, resti-
tución, indemnización administrativa, 
rehabilitación y no repetición.
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Solución al Problema de las Drogas Ilícitas: 
sustitución voluntaria de cultivos, desarrollo 
alternativo y enfoque de salud pública.

Acuerdo sobre las Víctimas: creación del 
Sistema Integral de Verdad, Justicia,
Reparación y No Repetición (SIVJRNR), con la 
JEP, la Unidad de Búsqueda de Personas 
Desaparecidas y la Comisión de la Verdad.

Mecanismos de Refrendación e
Implementación: seguimiento y puesta en 
marcha de los compromisos.

La Comisión de la Verdad, mecanismo
extrajudicial, independiente y temporal,
esclareció causas y consecuencias del
conflicto, visibilizó las voces de las víctimas y 
propuso medidas para garantizar la no
repetición. Su trabajo culminó con el Informe 
Final “Hay futuro si hay verdad” (2022), en 11 
volúmenes con hallazgos, impactos y
recomendaciones para construir una paz 
duradera.

� �misión para el 
Esc�recimie�o 
de � Verdad
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En 2016, con la firma del Acuerdo de Paz 
entre el Gobierno colombiano y las 
FARC-EP, se establecieron seis ejes
principales:

Reforma Rural Integral: cerrar brechas 
entre campo y ciudad garantizando 
acceso a tierras, infraestructura, servicios, 
educación y salud, dignificando al
campesinado.

Participación Política: ampliar la
democracia, garantizar derechos políticos 
y crear Circunscripciones Especiales de 
Paz.

Fin del Conflicto: dejación de armas, 
reincorporación de excombatientes y 
garantías de seguridad para líderes 
sociales y defensores de derechos
humanos.



 

Ju�sdicción 

PARA � PAZ� ESPECIAL

La Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) es 
el componente de justicia transicional del 
Acuerdo Final en Colombia, encargado de 
investigar, juzgar y sancionar a los máximos 
responsables de crímenes de guerra y de 
lesa humanidad del conflicto armado.

Objetivos: garantizar justicia restaurativa y 
reparación integral a las víctimas, promover 
el reconocimiento de la verdad y la 
responsabilidad, e imponer sanciones según 
el nivel de cooperación.

Casos priorizados: incluyen toma de 
rehenes, falsos positivos, reclutamiento de 
menores, crímenes contra pueblos étnicos, 
violencia sexual, desapariciones forzadas y 
situaciones territoriales en regiones como 
Nariño, Urabá y Cauca.

Avances: más de 1,5 millones de víctimas 
acreditadas, emisión de autos y 
determinación de hechos, e imputaciones a 
exjefes de las FARC-EP y altos mandos 
militares.

La Unidad de Búsqueda de Personas 
dadas por Desaparecidas (UBPD) es un 
organismo humanitario y extrajudicial 
que busca a las personas desaparecidas 
en el conflicto armado, garantizando el 
derecho de sus familias a conocer la 
verdad y recibir a sus seres queridos de 
manera digna. Sus labores incluyen la 
localización, recuperación e identificación 
de restos, la entrega digna a los familiares 
y la coordinación con entidades forenses, 
judiciales y comunitarias.

Hasta 2025, la UBPD ha documentado 
más de 104.000 casos, entregado 
dignamente más de 670 cuerpos y 
desarrollado planes regionales de 
búsqueda en más de 20 zonas 
priorizadas. Este trabajo se articula con el 
seguimiento e implementación del 
Acuerdo Final de Paz, que asegura su 
respaldo legal, la financiación estatal, la 
participación ciudadana y el 
acompañamiento de la cooperación 
internacional.
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La Ley 1448, conocida como la Ley de Víctimas y Restitución de 

Tierras, fue creada en 2011 para reconocer y reparar a las personas 

afectadas por el conflicto armado en Colombia. Esta ley garantiza a 

las víctimas derechos a la verdad, la justicia y la reparación integral, 

incluyendo apoyo económico, atención psicosocial y medidas para 

recuperar tierras despojadas por la violencia.

Además, busca la no repetición de estos hechos y promueve la 

reconciliación. Es un paso importante para que el Estado asuma su 

responsabilidad en la protección y reparación de las víctimas. 
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� Memo�a 
Histó�ca en

ombIa�l
La memoria histórica en Colombia es fundamental 
para reconocer el sufrimiento de las víctimas del 
conflicto armado y evitar que estos hechos se repitan. 
Preservar los testimonios de quienes han vivido la 
violencia permite visibilizar sus experiencias y dignificar 
su lucha.

A través de museos, archivos y relatos, se busca 
construir una sociedad más consciente y 
comprometida con la paz. Recordar es un acto de 
justicia, ya que ayuda a comprender el pasado, 
fomentar la reconciliación y fortalecer los derechos 
humanos en el país.
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de � Memo�a
y � Jus�cia

Paralelo

Tanto en Argentina durante la dictadura 
(1976-1983) como en Colombia durante 
su conflicto armado, la violencia estuvo 
marcada por graves violaciones a los 
derechos humanos. En ambos casos, el 
Estado y grupos armados usaron el 
terror para controlar a la población, 
recurriendo a desapariciones forzadas, 
torturas y asesinatos.

En Argentina, la represión se centró en 
opositores políticos, mientras que, en 
Colombia, además de los actores 
estatales, participaron guerrillas y 
paramilitares. Ambos países han 
buscado justicia y reparación para las 
víctimas, reconociendo la importancia 
de la memoria histórica para garantizar 
que estos crímenes no se repitan.
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�s Respues
s �ga�s
en Ambos Países

Argentina y Colombia han desarrollado marcos legales para 
garantizar justicia y reparación a las víctimas de violaciones a los 
derechos humanos. En Argentina, la Ley 25.779 anuló las leyes de 
impunidad y permitió juzgar a los responsables de crímenes de lesa 
humanidad durante la dictadura. La Ley 26.200 estableció normas 
para castigar estos crímenes según el derecho internacional.

En Colombia, la Ley de Justicia y Paz facilitó el desarme de grupos 
paramilitares a cambio de confesiones, mientras que la Ley de 
Víctimas y Restitución de Tierras buscó reparar a quienes sufrieron el 
con�icto armado. Aunque con diferencias, ambas naciones han 
promovido la justicia y la reparación.
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Argentina y Colombia han 
implementado medidas para
devolver la identidad a las víctimas de 
sus conflictos. 

En Argentina, la dictadura militar 
(1976-1983) secuestró a bebés de 
detenidos desaparecidos, 
entregándolos a otras familias.

Las Abuelas de Plaza de Mayo han 
trabajado incansablemente para 
identificar y devolver su verdadera 
identidad a estos niños, con apoyo 
legal y pruebas de ADN.

En Colombia, el conflicto armado 
desplazó a millones de personas, 
muchas de ellas forzadas a abandonar 
su hogar y perder sus raíces. 

La Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras busca devolverles sus tierras y 
derechos. Ambos países enfrentan 
desafíos, pero han avanzado en la 
reconstrucción de la identidad y la 
memoria histórica.

� Reparación de Ide�idad
en Arge�ina vs. �	mbia 
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Tanto Argentina como Colombia han enfrentado 
procesos dolorosos de violencia y violaciones a los 
derechos humanos. La reconciliación es clave 
para sanar las heridas del pasado y construir 
sociedades más justas. En ambos países, la 
justicia ha sido fundamental, con juicios a 
responsables en Argentina y la Jurisdicción 
Especial para la Paz (JEP) en Colombia.

El reconocimiento de las víctimas también ha sido 
esencial. En Argentina, se ha trabajado en la 
recuperación de la identidad de los niños 
apropiados durante la dictadura, mientras que en 
Colombia se han implementado programas de 
reparación y restitución de tierras.

Finalmente, el compromiso con la verdad, a través 
de comisiones y espacios de memoria, permite 
que la sociedad recuerde lo ocurrido y evite que 
se repitan estos crímenes. La reconciliación no 
significa olvidar, sino aprender del pasado para 
garantizar un futuro en paz.
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